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  viernes 2 de octubre de 2015, Núm. 236 

 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 

 [ver pdf]  

Disposición final séptima. Entrada en vigor. 
La presente Ley entrará en vigor al año de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». 
No obstante, las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro 
electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general 
electrónico de la Administración y archivo único electrónico producirán efectos a los dos 
años de la entrada en vigor de la Ley. 

Disposición transitoria primera. Archivo de documentos. 

1. El archivo de los documentos correspondientes a procedimientos administrativos ya iniciados antes de la 
entrada en vigor de la presente Ley, se regirán por lo dispuesto en la normativa anterior. 

2. Siempre que sea posible, los documentos en papel asociados a procedimientos administrativos finalizados 
antes de la entrada en vigor de esta Ley, deberán digitalizarse de acuerdo con los requisitos establecidos en la 
normativa reguladora aplicable. 

Disposición transitoria segunda. Registro electrónico y archivo electrónico único. 

Mientras no entren en vigor las previsiones relativas al registro electrónico y el archivo electrónico único, en el 
ámbito de la Administración General del Estado se aplicarán las siguientes reglas: 

a) Durante el primer año, tras la entrada en vigor de la Ley, podrán mantenerse los registros y archivos 
existentes en el momento de la entrada en vigor de esta ley. 

b) Durante el segundo año, tras la entrada en vigor de la Ley, se dispondrá como máximo, de un registro 
electrónico y un archivo electrónico por cada Ministerio, así como de un registro electrónico por cada Organismo 
público. 

Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio de los procedimientos. 

a) A los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la Ley no les será de aplicación la misma, 
rigiéndose por la normativa anterior. 

b) Los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de la entrada en vigor de la presente Ley se 
sustanciarán por las normas establecidas en ésta. 

c) Los actos y resoluciones dictados con posterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se regirán, en cuanto al 
régimen de recursos, por las disposiciones de la misma. 

d) Los actos y resoluciones pendientes de ejecución a la entrada en vigor de esta Ley se regirán para su 
ejecución por la normativa vigente cuando se dictaron. 

http://www.boe.es/boe/dias/2015/10/02/pdfs/BOE-A-2015-10565.pdf
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e) A falta de previsiones expresas establecidas en las correspondientes disposiciones legales y reglamentarias, 
las cuestiones de Derecho transitorio que se susciten en materia de procedimiento administrativo se resolverán 
de acuerdo con los principios establecidos en los apartados anteriores.  

Disposición transitoria cuarta. Régimen transitorio de los archivos, registros y punto de acceso general. 

Mientras no entren en vigor las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro 
electrónico, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico, las 
Administraciones Públicas mantendrán los mismos canales, medios o sistemas electrónicos vigentes relativos a 
dichas materias, que permitan garantizar el derecho de las personas a relacionarse electrónicamente con las 
Administraciones. 

Disposición transitoria quinta. Procedimientos de responsabilidad patrimonial derivados de la 
declaración de inconstitucionalidad de una norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión 
Europea. 

Los procedimientos administrativos de responsabilidad patrimonial derivados de la declaración de 
inconstitucionalidad de una norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, se resolverán de acuerdo con la normativa vigente en el momento 
de su iniciación. 

… Disposición final segunda. Modificación de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica. 

… Disposición final tercera. Modificación de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la 
jurisdicción social. 

Nota de prensa fecha 01/10/2015  

 El Congreso aprueba nueve leyes y envía al Senado la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional 

El Pleno ha aprobado de forma definitiva nueve leyes debatidas a lo largo de las 

sesiones del miércoles y del jueves. Se trata de las leyes del Tercer Sector de Acción 

Social y del Voluntariado; de Sociedades Laborales; de reforma de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil; dos reformas de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; de Carrera 

Militar, de Código Penal Militar, y de Régimen Jurídico del Sector Público.  

Además, las reformas de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y la Ley Orgánica 

sobre inmunidades y privilegios de los Estados extranjeros y las organizaciones 

internacionales han obtenido la mayoría absoluta necesaria para continuar su 

tramitación en el Senado, y se ha convalidado el real decreto por el que los empleados 

públicos recuperan parte de la paga extraordinaria. 

 

 

 

 

http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18266&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18266&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18269&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18226&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18186&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18268&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18268&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18267&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18227&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18027&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18046&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18250&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=18250&anyo=2015&mes=10&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
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Sentencia en el asunto C-201/14  
Smaranda Bara y otros/Președintele Casei Naționale de Asigurări de 
Sănătate y otros   [VER]  
Las personas cuyos datos personales son objeto de transmisión y de 

tratamiento entre dos administraciones públicas de un Estado miembro 

deben ser informadas de ello previamente 

 

La Sra. Smaranda Bara y otros ciudadanos rumanos son trabajadores por cuenta propia. La 
administración tributaria rumana transmitió sus ingresos declarados a la Caja Nacional del 
Seguro de Enfermedad, que exigió entonces el pago de atrasos de cotizaciones al régimen del 
seguro de enfermedad.  

Los interesados impugnan ante la Curtea de Apel Cluj (Tribunal de apelación de Cluj, Rumanía) 
la legalidad de esa transmisión desde el punto de vista de la Directiva. Consideran que sus datos 
fueron utilizados con fines distintos de aquéllos para los que habían sido inicialmente 
comunicados a la administración tributaria, sin ser informados de ello previamente.  

… 
En su sentencia dictada hoy, el Tribunal de Justicia considera que la exigencia de 
tratamiento leal de los datos personales obliga a una administración pública a informar a 
los interesados de que sus datos van a ser transmitidos a otra administración pública 
para su tratamiento por ésta en su calidad de destinataria de los datos. La Directiva exige 
expresamente que cualquier posible limitación a la obligación de información se adopte 
mediante medidas legales.  

http://curia.europa.eu/jcms/upload/docs/application/pdf/2015-10/cp150110es.pdf
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 Consulta de interés 
Consulta V2456-15 de  05/08/2015  

La sociedad de responsabilidad limitada consultante se dedica a la gestoría administrativa 

y asesoría fiscal, laboral y contable, actividades que presta a través de sus socias, que 

son a su vez administradoras de la sociedad.  

Responde la Administración que la relación puede ser profesional a efectos del IRPF y 

laboral a efectos del IVA. 
 

Se consulta la tributación en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por la retribución 

corrrespondiente a los servicios prestados por las socias a la sociedad, teniendo en cuenta la nueva redacción 

dada al artículo 27 de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por la Ley 26/2014, y cuál 

debe ser el importe de la retribución satisfecha por la sociedad a las socias por sus servicios profesionales.  

... A efectos de analizar el alcance del último párrafo del artículo 27.1 de la LIRPF, debe tenerse en cuenta 
que el mismo no se refiere a las actividades que pueda realizar un socio a título individual o al margen de 
la sociedad, sino a las actividades realizadas por el socio a favor de la sociedad o prestadas por la 
sociedad por medio de sus socios. En dicha actividad deben distinguirse con carácter general a efectos 
fiscales dos relaciones jurídicas: la establecida entre el socio y la sociedad, en virtud de la cual el socio presta 
sus servicios a aquella, constituyendo la retribución de la sociedad al socio renta del socio a integrar en su 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, y la relación mantenida entre el cliente y la sociedad, cuya 
retribución satisfecha por el cliente a la sociedad constituye renta de la sociedad a integrar en el Impuesto sobre 
Sociedades. 

Ahora bien, en dicho párrafo se exige que la actividad realizada esté incluida en la Sección Segunda de 
las Tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, requisito que debe exigirse a la actividad 
realizada tanto por el socio como por la sociedad, y ello a pesar de que, lógicamente, la sociedad, de 
acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 de la regla 3ª de la Instrucción de aplicación del Real Decreto 
Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto 
sobre Actividades Económicas (BOE de 29 de septiembre), esté matriculada en la Sección Primera de las Tarifas 
de dicho Impuesto, y también con independencia de que el socio esté o no dado de alta efectivamente en algún 
epígrafe de la sección segunda de las tarifas de dicho Impuesto por la realización de dichas actividades. 

Por lo tanto, el ámbito subjetivo de la regla contenida en el tercer párrafo del artículo 27.1 de la LIRPF 
debe quedar acotado a sociedades dedicadas a la prestación de servicios profesionales. 

Debe tenerse en cuenta al respecto que dicho ámbito no queda restringido al definido en la Ley 2/2007, de 15 
marzo, de sociedades profesionales (BOE de 16 de marzo), sino que es más amplio, al incluir a todas las 
actividades previstas en la sección segunda de las tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas, 
por lo que incluirá tanto a las sociedades profesionales de la Ley 2/2007, como a otras sociedades dentro 
de cuyo objeto social se comprenda la prestación de los servicios profesionales incluidos en la referida 
sección y no constituidas como sociedades profesionales de la Ley 2/2007. 

Además, será necesario igualmente que la actividad desarrollada por el socio en la entidad sea 
precisamente la realización de los servicios profesionales que constituyen el objeto de la entidad, 

http://petete.minhap.es/Scripts/know3.exe/tributos/CONSUVIN/texto.htm?NDoc=35239&Consulta=%2EEN+FECHA%2DSALIDA+%280%35%2F0%38%2F%320%31%35%29&Pos=0
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debiendo entenderse incluidas, dentro de tales servicios, las tareas comercializadoras, organizativas o 
de dirección de equipos, y servicios internos prestados a la sociedad dentro de dicha actividad 
profesional.  

Cuando se cumplan los requisitos relativos a la actividad, tanto de la entidad como del socio, los servicios 
prestados por aquél a su sociedad, al margen, en su caso, de su condición de administrador, únicamente podrán 
calificarse en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas como rendimientos de actividad económica si 
el consultante estuviera dado de alta en el régimen especial de la Seguridad Social de los trabajadores por 
cuenta propia o autónomos o en una mutualidad de previsión social que actúe como alternativa al citado régimen 
especial, y en consecuencia las retribuciones satisfechas por dichos servicios tendrían la naturaleza de 
rendimientos de actividades económicas. 

En caso contrario, la calificación de tales servicios deberá ser la de trabajo personal, al preverlo así el artículo 
17.1 de la LIRPF al determinar que tienen tal consideración las contraprestaciones o utilidades que deriven «del 
trabajo personal o de la relación laboral o estatutaria y no tengan el carácter de rendimientos de actividades 
económicas.». 

En el presente caso, se cumple el requisito relativo a la actividad, por lo que en caso de cumplirse el 
requisito anterior relativo a su inclusión por dichas actividades en el régimen especial de la Seguridad Social de 
los trabajadores por cuenta propia o autónomos o en una mutualidad de previsión social que actúe como 
alternativa al citado régimen especial, las retribuciones satisfechas por dichos servicios tendrían la naturaleza de 
rendimientos de actividades económicas. 

… 

Sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido 

… la determinación de si estamos ante una relación de dependencia laboral o ante una actividad profesional en 
el ámbito del Impuesto sobre el Valor Añadido debe partir de un análisis caso por caso, sobre la base de los 
indicios que establece la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

Concretamente, en relación con las condiciones laborales, debe entenderse que no existe subordinación 
cuando el socio se procura y organiza él mismo los medios personales y materiales necesarios para el 
ejercicio de la actividad. Por tanto, la sujeción al Impuesto sobre el Valor Añadido requiere la 
intervención del socio en el ejercicio de la actividad a través de la ordenación de medios propios. En la 
medida en que los medios principales a través de los cuales realice su actividad sean titularidad de la 
sociedad, cabe concluir la exclusión del socio del ámbito de aplicación del Impuesto. 

Otros indicios vendrían dados por la integración o no del socio en la estructura organizativa de la sociedad. 
Desde este punto de vista, habría que analizar si el socio forma parte de la organización concebida por la 
sociedad, lo que determinaría una suerte de subordinación, o si es libre de organizar su actividad mediante la 
elección de colaboradores, estructuras necesarias para el desarrollo de funciones y de horarios de trabajo y 
vacaciones. 

Por lo que se refiere a las condiciones retributivas, habrá que estar a si el socio soporta el riesgo económico de 
la actividad a efectos de afirmar su independencia. Se puede presumir que el riesgo económico recae en el 
socio cuando su contraprestación se determine en función de un porcentaje de los beneficios de la 
entidad o en función de las prestaciones efectivamente realizadas por el mismo o de las cantidades 
facturadas a los clientes, bien en su importe total o en una parte de la misma que sea significativa. En 
estos casos, hay riesgo económico en el sentido de que el riesgo de la actividad recae sobre el socio que 
soporta el resultado de la misma, en la medida en que el éxito o fracaso determina de forma directa su 
retribución, situación que no se suele dar en el ámbito de una relación laboral en la que, con 
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independencia de los resultados de la sociedad o la falta de actividad de la misma, se devenga la 
correspondiente contraprestación para el trabajador. 

….  

En este punto debe tenerse en cuenta, igualmente, que, a diferencia de la reforma que ha tenido lugar en 
el ámbito del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, no ha habido ninguna modificación de la 
Ley 37/1992 en este sentido. Por consiguiente, considerando que el Impuesto sobre el Valor Añadido es 
un Impuesto armonizado a nivel comunitario y atendiendo al principio de estanqueidad tributaria, no 
tendrían por qué coincidir exactamente las calificaciones otorgadas a las operaciones por parte de la 
normativa reguladora de cada tributo. 

… la calificación como actividad ejercida con carácter independiente a los efectos de su sujeción al Impuesto 
sobre el Valor Añadido exige sopesar los indicios relativos a las condiciones de trabajo, la remuneración y la 
responsabilidad a que se han hecho referencia en el apartado cuarto anterior. 

En este sentido, tratándose de socios que prestan sus servicios a una sociedad en la que la titularidad o el 
derecho de uso de los activos principales para el ejercicio de la actividad que constituye su objeto social 
corresponde a la propia entidad, quedarán excluidos del ámbito de aplicación del Impuesto sobre el Valor 
Añadido en la medida en que no concurra un elemento fundamental cual es la ordenación de medios 
propios. A este respecto, tratándose de socios que prestan sus servicios profesionales a una sociedad, 
la cual tenga por objeto la prestación de servicios de dicha naturaleza, habrá que tener en cuenta, tal y 
como se ha señalado, si los medios de producción residen en el propio socio. 

Por tanto, en caso de que la titularidad o el derecho de uso de los activos principales no correspondan a la 
sociedad, habrá que analizar cada caso concreto y tener en cuenta todas las circunstancias concurrentes para 
determinar si existe o no ejercicio independiente de una actividad económica: 

De esta forma, la referida relación se debe calificar como laboral, si en función de las condiciones 
acordadas entre el socio y la sociedad resulta que el profesional queda sometido a los criterios 
organizativos de aquélla, no percibe una contraprestación económica significativa ligada a los resultados 
de su actividad (en los términos mencionados en el apartado cuarto anterior) y es la sociedad la que 
responde frente a terceros en los términos anteriormente expuestos; en estas condiciones, los servicios 
prestados por el socio consultante a la sociedad estarían no sujetos en virtud de lo dispuesto en el artículo 
7, apartado 5º de la Ley 37/1992. 

En caso contrario, dicha relación no cabe encuadrarla en el artículo 7, apartado 5º de la Ley del Impuesto 
sobre el Valor Añadido por lo que las prestaciones de servicios efectuadas por el socio a la sociedad 
residente en el territorio de aplicación del Impuesto estarían sujetas al citado tributo. 
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Resumen de las Modificaciones en la  

Ley 34/2015, de reforma de la LGT,  

por el Profesor Javier Martín Fernández 

9. MEDIOS DE PRUEBA 

 

RESUMEN: 

Se precisa cuál es el valor probatorio de las facturas, incorporando la doctrina establecida por 

el TEAC  en unificación de criterio, según la cual la factura no es un medio de prueba 

privilegiado, ni exclusivo ni excluyente, respecto de la realidad de las operaciones y que, una 

vez que la Administración cuestiona razonablemente su efectividad, corresponde al sujeto 

pasivo probar su realidad (añadido un segundo párrafo al apartado 4 del artículo 106) . 

Acceder al comparativo de este artículo 
 

PARA RECORDAR: 

TEAC. Resolución 00358/2009/00/00 del 03/02/2010 

Asunto:  

Impuesto sobre sociedades. Gastos fiscalmente deducibles. Carga de la prueba. Facturas de 

sociedades desconocidas o que no tenían empleados aportadas como justificantes del gasto. 

Criterio:  

La factura no es un medio de prueba privilegiado respecto de la realidad de las operaciones y 

que, una vez que la Administración cuestiona razonablemente su efectividad, corresponde al 

sujeto pasivo probar su realidad. En el caso contemplado no se admite la deducibilidad de unos 

gastos de construcción, pese a las facturas aportadas, pues las sociedades supuestamente 

prestatarias de los servicios o eran desconocidas o no tenían empleados y en definitiva no 

podían haber prestado tales servicios. 

http://www.primeralecturaediciones.com/documentos_diana/reformaLGT/comparativo/BLOQUES/ARTICULOS_BLOQUE9.pdf
http://www.primeralecturaediciones.com/documentos_diana/reformaLGT/comparativo/BLOQUES/ARTICULOS_BLOQUE9.pdf
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 Leído en la prensa  

 

 
 

 

 
 

 

 

 

 

 


